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Capítulo 13
Más allá de la elección 
judicial: el nuevo  
Estado mexicano
Daniel Quintanilla1

La reforma judicial se ha aprobado. Para algunos sigue un largo momento de 
lamentaciones por la muerte de la democracia constitucional en México. El 
problema de guardarle luto a un ideal normativo, que nunca supimos si bien 
a bien se materializó o no en nuestro país, es que nos resta tiempo para pen-
sar en las consecuencias concretas que esta reforma traerá consigo. Intentar 
vislumbrar el futuro inmediato se vuelve más urgente si tomamos en cuenta 
que la reforma judicial es parte de un proceso de reescritura constitucional 
bastante más amplio. 

En este artículo analizaré las posibles consecuencias de la reforma judicial 
en relación con la inclusión de la figura de los jueces sin rostro, la ampliación 
del fuero militar y la prisión preventiva oficiosa. Más allá de constatar si la 
democracia constitucional en México ha muerto o se encuentra en un perio-
do de hibernación, me parece que es más urgente leer y entender la reforma 
judicial como un viraje en la historia de la política criminal en México. Un 

1	 Maestro en derecho por la escuela de derecho de Yale y estudiante de doctorado en la Uni-
versidad de Chicago.
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cambio de esta magnitud no sólo impactará en las discusiones y publicaciones 
de juristas destacados; tendrá consecuencias inmediatas en la vida de una 
ciudadanía que, desde el 2006, no deja de ser apretada por la doble pinza del 
crimen organizado y los abusos —gradualmente institucionalizados— del 
Estado mexicano. 

Recordemos el argumento principal de la reforma, esgrimido por el expre-
sidente López Obrador: los jueces son corruptos porque liberan delincuentes 
o permiten la evasión fiscal. Si tomamos en serio los dichos del expresidente, 
un juez incorruptible sería aquél que no permite la evasión de impuestos y 
que es tolerante y permisivo frente a las tropelías de las fiscalías. En otras 
palabras, un juez que no es corrupto sería uno que facilita el actuar de las 
fiscalías e impide que el debido proceso estorbe al mazo de la justicia. 

Que la liberación de delincuentes haya sido uno de los argumentos princi-
pales de esta reforma —reiterado una y otra vez en las conferencias de prensa 
que el expresidente daba todas las mañanas, de lunes a viernes— invita a 
pensar que, además de una reorganización del poder judicial, la reforma fue 
pensada como parte de la política criminal que seguirá el gobierno de Claudia 
Sheinbaum. Se trata de una nueva política criminal, además, que considera 
a los jueces como la pieza más importante del sistema de justicia criminal y, 
por ende, que es necesario cambiar. Las fiscalías, a nivel federal y local, no 
formaron parte de la reforma y, hasta la fecha, no existe una propuesta del 
oficialismo, sea legislativa o constitucional, para su reconfiguración.

Ahora bien, si una de las justificaciones principales de la reforma fue 
la liberación de delincuentes (sin reparar en las razones detrás de dichas 
liberaciones), no es descabellado imaginar que, en sus futuras campañas, los 
jueces penales ofrecerán a sus votantes ser más deferentes con las fiscalías y 
sus métodos de investigación. 

Pero la elección de jueces permisivos con los abusos de policías y fiscalías 
no es el único viraje en la política de persecución penal. A esto hay que sumar 
la figura de los jueces sin rostro, una medida promovida y apoyada por las 
derechas latinoamericanas de ayer (como el fujimorismo en Perú) y de hoy 
(como el bolsonarismo en Brasil y el bukelismo en El Salvador). 

En el transcurso de la discusión sobre la reforma algunas voces argumen-
taron que la inclusión de los jueces sin rostro se trató de una ocurrencia de 



155

última hora: López Obrador lo mencionó en una conferencia matutina y Ri-
cardo Monreal, hoy líder de la mayoría de Morena en la Cámara de Diputados, 
acató la orden. La realidad es que Monreal ya había sugerido la idea de jueces 
sin rostro desde 2022 en su columna “Jueces sin rostro: ni plata ni plomo”, 
publicada en el diario Milenio. Monreal —doctor en derecho constitucional y 
profesor de posgrado en la UNAM— ofreció este contundente silogismo para 
promover una figura probadamente violatoria de derechos humanos: 

Por supuesto que esta figura tiene sus riesgos, porque puede devenir 
en abuso de autoridad y violación de derechos humanos, pero causa 
mayor daño a la impartición de justicia tener jueces amedrentados por 
la presión de la violencia o nulificados por las amenazas de muerte. 
Como en muchos casos de situaciones extremas, se trata de elegir no 
entre una decisión buena o una mejor, sino la opción menos mala. 2 

Por qué Monreal no propuso mecanismos de protección especial para jueces 
que, como demuestran las experiencias latinoamericanas, no impliquen vul-
neraciones a derechos humanos, así como al debido proceso, es otra pregunta 
de las miles que han quedado sin responder durante la discusión y aproba-
ción de la reforma judicial Obrador-Sheinbaum. Las ideas de Monreal, sin 
embargo, responden también a un cambio de postura en los representantes 
de la izquierda mexicana que tampoco ha sido explicada al público. Aque-
llos representantes que en su momento respaldaron, junto con otras fuerzas 
políticas, la reforma más importante sobre derechos humanos en México 
durante el 2011, ahora echan mano de todos los recursos políticos y legales 
para restarle todos sus efectos sin atreverse a borrarla del texto constitucional. 

La reforma judicial, por otra parte, no debe separarse de otro ajuste consti-
tucional de igual o mayor relevancia: la subordinación de la Guardia Nacional 

2	 Monreal Ávila, Ricardo, "Jueces sin rostro: ni plata ni plomo", Milenio, 6 de diciembre de 2022, 
https://www.milenio.com/opinion/ricardo-monreal-avila/antilogia/jueces-sin-rostro-ni-plata-ni-
plomo. Para una síntesis sobre la historia de la figura de los jueces sin rostro en América 
Latina, véase: Camhaji, Elías y Lewin, Juan Esteban, “Del Perú de Fujimori a El Salvador de 
Bukele: el fallido experimento de los 'jueces sin rostro' en Latinoamérica”, El País, 8 de sep-
tiembre de 2024, https://elpais.com/mexico/2024-09-08/del-peru-de-fujimori-a-el-salvador-de-
bukele-el-fallido-experimento-de-los-jueces-sin-rostro-en-latinoamerica.html
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a la Secretaría de la Defensa (SEDENA). Este cambio, tal vez uno de los más 
importantes en la historia constitucional mexicana desde 1857, impactará al 
nuevo poder judicial de dos maneras. 

En primer lugar, la integración de la Guardia Nacional a la SEDENA tiene 
como consecuencia la ampliación del fuero militar a toda una nueva corpora-
ción que estará encargada, a perpetuidad, de la seguridad pública en el país. 
Es necesario decirlo claro: si la modificación al artículo 129 constitucional 
(que autoriza constitucionalmente la participación del ejército en labores de  
seguridad pública) representa una desviación histórica del liberalismo 
de 1857 (preservado y respetado por el constituyente de 1917), la concesión de  
un fuero militar a una corporación policiaca no puede leerse más que como la 
traición y derrota del proyecto liberal mexicano que comenzó su vida política 
con el surgimiento de la república en 1824.3 

La limitación del fuero militar y la eliminación del fuero eclesiástico 
fueron luchas históricas del liberalismo mexicano desde la primera vicepre-
sidencia de Valentín Gómez Farías en 1833. Para un partido como Morena, 
que se ostenta como heredero del liberalismo decimonónico, un cambio que 
implica deformar la tradición constitucional mexicana no debería de haber 
pasado tan desapercibido. Pero ni la historiografía ni los derechos humanos 
son obstáculos para el pragmatismo —o, en realidad, el cinismo— político. 
El tributo que el obradorismo decidió rendirle a la tradición constitucional 
mexicana fue extender el fuero de guerra —institución borbónica adoptada 
por el militarismo criollo conservador— a corporaciones que, en estricto 
sentido, deberían ser vigiladas y juzgadas por instituciones civiles. 

En segundo lugar, además de la ampliación del fuero militar, esta refor-
ma constitucional otorga a la Guardia Nacional facultades de investigación. 

3	 El artículo 129 constitucional, inalterado desde 1857, establecía lo siguiente: “En tiempo de 
paz, ninguna autoridad militar puede ejercer más funciones que las que tengan exacta cone-
xión con la disciplina militar. Solamente habrá Comandancias Militares fijas y permanentes en 
los castillos, fortalezas y almacenes que dependan inmediatamente del Gobierno de la Unión; 
o en los campamentos, cuarteles o depósitos que, fuera de las poblaciones, estableciere para 
la estación de las tropas”. La nueva versión de ese artículo ahora señala que “En tiempo de 
paz, ninguna autoridad militar puede ejercer más funciones que las que tenga previstas en 
esta Constitución y las leyes que de ella emanen”. [Énfasis del autor]

Respecto a la ampliación del fuero militar, el nuevo artículo 13 de la Constitución ahora 
incluye a la Guardia Nacional como una de las corporaciones, junto al ejército, fuerza aérea 
y la armada, cubiertas por el fuero de guerra. 
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Esto implica que en un país donde la tortura forma parte de las herramientas 
metodológicas en la investigación de delitos, una corporación policial con 
fuero militar podrá juntar evidencia para comprobar la posible responsabili-
dad criminal de los acusados. Una de las últimas reformas constitucionales 
llevadas a cabo por MORENA modificó el artículo 21 para otorgarle a la 
Secretaría de Seguridad Pública la facultad de investigar delitos y, por ende, 
podrá coordinar las labores de la Guardia Nacional. Sin embargo, la reforma 
no esclarece cómo es que una institución civil podrá vigilar y sancionar a una 
corporación policiaca que goza de la protección del fuero de guerra y que, por 
tanto, será jurídicamente protegida por una de las corazas más impenetrables 
en términos de transparencia y escrutinio. 

Recapitulemos. Hasta este punto, queda claro que el nuevo cóctel de la 
persecución penal en México se compone de los siguientes ingredientes: una 
política impulsada por el expresidente López Obrador, y avalada por la ahora 
presidenta Claudia Sheinbaum, de deferencia a las fiscalías; la interpretación 
del debido proceso como un posible acto de corrupción; jueces sin rostro y, 
por último, la ampliación del fuero militar a la Guardia Nacional, así como el 
otorgamiento de facultades de investigación a esa nueva corporación militar 
(o militarizada, como se dice hoy en día) que tendrá a su cargo la seguridad 
pública del país. 

Falta añadir a esta explosiva mezcla un ingrediente no menor: la amplia-
ción del catálogo constitucional de delitos que merecen prisión preventiva 
oficiosa. Esto significa que, a partir del 31 de diciembre de 2024, los jueces 
del país están obligados a encarcelar a personas acusadas de delitos tan am-
plios y vagos como “delincuencia organizada”, “uso de programas sociales 
con fines electorales”, “delitos cometidos con medios violentos como armas 
y explosivos”, entre otros, antes de que se compruebe fáctica y jurídicamente 
su responsabilidad penal. En otras palabras: bastará que la fiscalía acuse a 
una persona de robo a mano armada, sin presentar indicios suficientes de su 
responsabilidad, para que el juez esté obligado a encarcelar al sospechoso 
durante el tiempo que tome el proceso. La prisión preventiva, de esta manera, 
otorga validez constitucional al encarcelamiento sin sentencia. 

Sin duda esta colección de reformas constitucionales supone uno de los 
mayores cambios en la historia de la persecución penal en México. Y se 



158

trata, además, de una serie de cambios en clara sintonía con la política imple-
mentada por Nayib Bukele en El Salvador y que otras derechas de la región 
han tomado como modelo a seguir. Es cierto: MORENA no ha propuesto la 
construcción de nuevas cárceles de alta seguridad, ya sea porque no hay sufi-
ciente presupuesto o simplemente porque la excandidata presidencial Xóchitl 
Gálvez lo sugirió en su campaña.4 También es cierto que en ningún momento 
el otrora gobierno de López Obrador, y el actual de Claudia Sheinbaum, a 
diferencia de Bukele o Milei en Argentina, se han referido a las personas que 
serán arrolladas por esta nueva política como una plaga a exterminar o como 
parásitos sociales. 

Sin embargo, a pesar de esa bondadosa concesión retórica, queda claro que 
el gobierno federal y su mayoría en el Congreso le han dado enormes capa-
cidades represivas al Estado sin ningún tipo de controles más que el costoso 
e inaccesible juicio de amparo. Es necesario decir que este mismo Estado, 
al que se le han dado nuevas y mayores herramientas de control criminal, ha 
sido incapaz de erradicar la tortura como método de investigación al mismo 
tiempo que sus funcionarios participan en violaciones de derechos humanos.5 

El mayor riesgo que corre el país es que estas novedosas facultades del 
Estado se desplegarán en un vacío institucional—. Entre el 2025 y el 2027 

4	 Véase la siguiente nota sobre la propuesta de Xóchitl Gálvez: Claudia Flores, “¿Dónde podría 
operar la cárcel de máxima seguridad? Xóchitl Gálvez da más detalles de su propuesta”, Info-
bae, 7 de marzo de 2024, https://www.infobae.com/mexico/2024/03/07/donde-podria-operar-
la-carcel-de-maxima-seguridad-xochitl-galvez-da-mas-detalles-de-su-propuesta/.

5	 Los hallazgos más recientes sobre la tortura en México publicados por el Observatorio Con-
tra la Tortura, pueden encontrarse aquí: Salvador Ferrer, Ángel María​ y Mascorro Rodrí-
guez, Jessica Grisell, Observatorio Contra la Tortura Hallazgos 2022, USAID, 2024, https://
www.documenta.org.mx/wp-content/uploads/2024/02/observatorio-contra-la-tortura.pd. Es-
tos hallazgos, del año 2022, fueron publicados en 2024. En el año 2022 se contabilizaron 
6,398 presuntas víctimas de tortura en todo el país. En su Informe Mundial 2022 (Human 
Rights Watch, Informe Mundial 2022, 13 de enero de 2022, https://www.hrw.org/es/world-
report/2022/country-chapters/mexico#e7830b) la organización Human Rights Watch reportó 
que entre 2013 y 2020, la Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH) recibió 3,799 
denuncias relacionadas con abusos militares. En su Censo Nacional de Derechos Humanos 
Estatal y Federal 2022, el Instituto Nacional de Estadística y Geografía reportó un total de 
1495 denuncias al Sistema Penitenciario Federal ante la CNDH durante el año 2021. A nivel 
estatal, se reportaron 6,784 denuncias en contra del sistema penitenciario estatal, 6,496 en 
contra de las instituciones estatales de seguridad y pública y, finalmente, 19,421 denuncias 
en contra de la Procuraduría General de Justicia, hoy llamada, Fiscalía General. El resumen 
del censo puede consultarse aquí: Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), Cen-
so Nacional de Derechos Humanos en las Entidades Federativas, 2022, https://www.inegi.
org.mx/contenidos/programas/cndhe/2022/doc/cndhe_2022_resultados.pdf
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un número considerable de jueces será despedidos de sus puestos y reempla-
zados por quienes hayan ganado las elecciones judiciales a nivel federal y 
estatal. No sabemos, y no podemos saber, si los nuevos titulares han estado 
a cargo de un juzgado; es más, ni siquiera sabemos si ese reemplazo también 
implicará cesar a todos los trabajadores de base. Con la disminución de sa-
larios como consecuencia de —sí, uno más— un cambio constitucional que 
establece que ningún funcionario público pueda ganar más que la presidenta, 
no sabemos cuánta de la gente que trabaja en los poderes judiciales renunciará 
para buscar otros empleos. 

Sin lineamientos claros para su implementación y desarrollo, y sin los 
necesarios ajustes al entramado legal del derecho penal mexicano, es im-
posible predecir cómo la reforma afectará a foros de impartición de justicia 
especializados como los juzgados de ejecución penal o del sistema de justicia 
para adolescentes. Vaya, a unos meses de la primera ronda de elecciones aún 
no sabemos qué va a suceder con todos los jueces penales que lleven casos 
en etapa de juicio y cuya remoción, de acuerdo con el Código Nacional de 
Procedimientos Penales y los principios de continuidad e inmediación re-
conocidos en la Constitución, implicaría reponer desde su inicio todos los 
juicios penales en el país.6 

Una segunda recapitulación es indispensable: tan sólo a nivel federal, una 
fiscalía y un cuerpo policial militar (la Guardia Nacional) con facultades de 
investigación podrán operar sin controles judiciales —o con controles más 
endebles a los que hoy están sujetos— durante el tiempo que le tome al Po-
der Judicial Federal reestructurarse y retomar su funcionamiento. ¿Cuánto 
tiempo será? Nadie lo sabe. Pero sí podemos saber que algunos de los jueces 
que lleguen a sus puestos le habrán prometido a sus electores deferencia a las 

6	 Otra cuestión a considerar: la reforma judicial también reconfiguró la división del trabajo de 
la Suprema Corte. A partir del 15 de septiembre, la Corte deberá reducir su número de mi-
nistras y ministros de once a nueve y sesionar exclusivamente en pleno. Esto quiere decir 
que la división de trabajo por materias en las salas (la primera sala se encargaba de resolver 
asuntos penales y civiles, mientras que la segunda laborales y administrativos) deja de existir. 
En consecuencia, el pleno, ahora con menos personal, tendrá que asumir la carga de trabajo 
monumental que antes se repartía entre dos salas. Esto implicará mayor demora y rezago 
en la resolución de asuntos penales y, sobre todo, un dilema burocrático, ya que la reforma 
también establece límites temporales a la resolución de casos so pena de ser sancionados 
por esa nueva institución inquisitoria llamada Tribunal de Disciplina Judicial. 
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fiscalías y, por ende, ignorar o, en el mejor de los casos, relajar las exigencias 
propias del debido proceso. Este cóctel punitivo, persecutorio e improvisado 
después se replicará en todos los estados de la República. 

El filo autoritario de la reforma judicial no reside en que su aprobación 
es el canto del cisne de la democracia constitucional en México. El talante 
autoritario está más que representado en el hecho de que la reforma, ya sea 
en su texto explícito o en sus consecuencias jurídicas y políticas, le da un 
barniz constitucional a una persecución penal sin controles judiciales y con 
participación militar (esto último, además, es parte de un proyecto mucho 
ambicioso del oficialismo).7 

Voces de la opinión pública aseguran que esta reforma le reserva a López 
Obrador un lugar en la historia. Pero la verdadera misión histórica (si existe 
tal cosa en este contexto) será que una reforma de proporciones y condi-
ciones esperpénticas no termine devorándose a sí misma.8 Si la democracia 
constitucional murió en México, tal vez el primer paso para resucitarla es 
recordar que, antes que una calca del Federalista, el derecho constitucional 
y el derecho penal, no deben ser trituradoras de personas. Las consecuencias 
que traerá consigo este nuevo Estado mexicano son, por ahora, impredecibles. 
Aunque el futuro es incierto, y siempre abierto, no hay mucho espacio para 
el optimismo cuando en los últimos meses se han dibujado los contornos de 
un Estado que ejercerá pocos controles sobre su poder punitivo y militar. 
Este coctel autoritario, punitivo y militarista dejarás tras de sí mucho más 
que una fuerte resaca. 

7	 El nuevo armazón de la persecución penal —montado sobre la elección de jueces— también 
se lleva merma logros importantes de este gobierno en materia de justicia como el nuevo 
sistema de justicia laboral, que de acuerdo con el propio gobierno federal, estaba dando 
excelentes resultados: Secretaría del Trabajo y Previsión Social, El nuevo modelo laboral fun-
ciona y tenemos resultados tangibles, 24 de enero de 2024, https://www.gob.mx/stps/prensa/
el-nuevo-modelo-laboral-funciona-y-tenemos-resultados-tangibles?idiom=es. Aquí salta una 
pregunta por demás pertinente: ¿El desmantelamiento de la justicia laboral a cambio de la 
expansión del fuero militar también era parte del mandato popular que se expresó en las 
urnas en julio de 2024? 

8	 En realidad la historia —o por lo menos la historia seria— no se ocupará de López Obrador 
o de Claudia Sheinbaum, sino de responder cómo es que la subordinación de los Estados 
nación a los mercados globales formales e informales ha reducido a tal punto sus funciones 
que la “seguridad” se ha convertido en la única y última fuente de legitimidad política. 


